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			 Previo

			Uno de los fenómenos más significativos y positivos de la historiografía de los últimos años es el de la reivindicación de la aportación de la mujer a los diversos campos del saber humanístico, científico o la creación artística. Es un hecho lógico teniendo en cuenta la marginación secular de la mujer en todos estos ámbitos y el tratamiento excluyente que ha recibido por parte de los estudiosos y especialistas hasta épocas recientes. 

			Por fortuna, esto ha cambiado y son cada vez más abundantes los libros, artículos, textos académicos o exposiciones que ponen el foco en las artistas o profesionales de la más diversa naturaleza cuya labor quedó oculta por el simple hecho de su condición femenina. Trabajos que recuperan la memoria de mujeres que en muchos casos se vieron obligadas a esconderse tras un seudónimo masculino para poder ejercer su vocación, o quedaron ocultas tras la figura de un hombre o, simplemente, desarrollaron una tarea extraordinaria pero nunca reconocida de manera adecuada.

			Desgraciadamente, lo que ninguna investigación podrá recuperar es la desconocida cantidad de mujeres que no accedieron a la ciencia, el pensamiento o el arte por ser víctimas de un sistema patriarcal que les relegaba a una vida exclusivamente doméstica. Fueron mujeres que no tuvieron la oportunidad de desarrollar sus capacidades como re sultado de un entramado de obstáculos que iban desde la negación de su incorporación al sistema educativo hasta una presión legal, social y moral insalvable para la inmensa mayoría.

			Las mujeres que han ido rompiendo las barreras que les impedían el acceso al conjunto de las actividades profesionales y de creación fueron vistas en su momento como “intrusas” en el medio hostil en que se sumergieron, y actuaron por lo general como figuras aisladas: primero las precursoras, fundamentales a la hora de despejar el camino a las que venían detrás; después las pioneras, que lograron sus objetivos, sus sueños. Para que ellas obtuvieran el éxito necesitaron la conjunción de tres factores: una extraordinaria capacidad -muy por encima casi siempre de sus colegas masculinos-, una fuerza de voluntad inquebrantable, y un entorno próximo en el que los valores tradicionales no fueran absolutamente dominantes.

			Todas ellas, cualquiera que haya sido su ámbito de actuación, poseen una aureola, una evidente capacidad de fascinación. Su lucha contra todo tipo de dificultades las convierte en figuras heroicas tanto si lograron el éxito en su empeño como si su condición de mujer las ha relegado a un reconocimiento muy por debajo de sus méritos. Para quienes abordamos el estudio de estas mujeres tan singulares, esto supone un riesgo que con frecuencia se repite: el de apreciarlas exclusivamente por su cualidad de adelantadas. Sin duda se trata de un valor que en sí mismo ya justifica que nos ocupemos de ellas, pero resulta insuficiente si se les quiere hacer verdadera justicia.

			La recuperación de las primeras mujeres que accedieron a cualquier campo profesional o creativo necesitaba de este acercamiento inicial. Como si se tratara de una tarea casi arqueológica, ha sido preciso rescatar del olvido, con cuidado, a estas figuras. Es, por supuesto, una labor que debe de continuar puesto que son muchas las mujeres cuya actividad sigue siendo desconocida. Sin embargo, también es momento de dar un paso más allá en el estudio y el conocimiento de estas pioneras. Y para ello es imprescindible evolucionar en el método, cambiar el punto de vista. Es, sobre todo, tiempo de buscar respuestas a cómo es  posible que se haya dado, y se siga dando en determinados ámbitos1, una discriminación tan injustificable hacia la mujer.

			El estudio que aquí se presenta se inscribe en la tendencia historiográfica que pretende rescatar la memoria de aquellas mujeres que abrieron caminos. Pero también quiere dar el paso adelante que nos acerque a las raíces de la exclusión y la desigualdad. Para ello se parte de un principio tan opinable como objetivo: el estudio de las diez primeras mujeres que obtuvieron el título de arquitecta en España, al margen de su trayectoria profesional. De esta manera se busca superar el peligro de centrarnos únicamente en los casos de éxito y transmitir la idea errónea de que con la titulación de la primera mujer se acaba con todos los obstáculos para la igualdad. Al fijar un criterio tan estrictamente numérico se pretende abrir la posibilidad de encontrarnos con casuísticas muy variadas que plasmen de forma más apropiada la realidad.

			Este planteamiento nos ha llevado a estudiar la trayectoria de Matilde Ucelay Maórtua, Cristina Gonzalo Pintor, Rita Fernández Queimadelos, Juana Ontañón Sánchez, Margarita Brender, Margarita Mendizábal Aracama, Eugenia Pérez Clemente, Elena Arregui Cruz-López, Milagros Rey Hombre y Mercedes Serra Barenys2. Como se puede comprobar, entre ellas hay figuras bien conocidas junto a otras total o parcialmente ignoradas por la historiografía. De la misma manera las hay con una larga trayectoria profesional mientras que alguna no llegó siquiera a ejercer la profesión.

			Pero, como ya se ha señalado, Pioneras de la arquitectura española no tiene como objetivo ser una sucesión de estudios monográficos enmarcados en un contexto general que actúe como mero telón de fondo escenográfico. Quiere ir más allá respondiendo a preguntas que las propias protagonistas del libro nos plantean: las diez prime ras mujeres españolas que se titulan en Arquitectura ¿fueron las primeras en intentarlo o hubo otras anteriores que no lo consiguieron? ¿Cómo se justifica que entre la primera licenciada universitaria de España -Elena Maseras que lo logra en Medicina en 1878- y la primera arquitecta -Matilde Ucelay en 1936- transcurrieran nada menos que 58 años? ¿Qué explica que entre la titulación de Matilde Ucelay y la décima arquitecta española -Mercedes Serra en 1964- hubiera una diferencia de casi tres décadas? ¿Por qué en España no hay ninguna arquitecta hasta 1936 cuando la primera a nivel mundial es Mary Louise Page en 1878? ¿Cómo se entiende que cuando en España aún no hay ninguna arquitecta ya las haya en Estados Unidos, Inglaterra, Francia, Alemania, Serbia, Brasil, Australia, Nueva Zelanda, Rusia, Uruguay, Perú, China, Cuba, Portugal…? 

			Además no faltan cuestiones más obvias: ¿Contra qué factores tuvieron que luchar las primeras arquitectas españolas para lograr su objetivo de titularse? ¿En su trayectoria profesional estuvieron en igualdad de condiciones con sus compañeros de profesión? ¿Qué obra proyectaron o construyeron?

			Abordar todo este cúmulo de interrogantes es lo que nos puede acercar a la comprensión de quiénes fueron y cómo fue su lucha contra un sistema que pretendía alejarlas del ejercicio profesional de la Arquitectura. Para intentar lograrlo, en Pioneras de la arquitectura española el estudio de las protagonistas del libro viene precedido de un detenido recorrido por tres ámbitos que nos darán la clave para alcanzar las respuestas a muchas de las cuestiones formuladas:

			El primero es el jurídico, en el que se pasa revista a algunas de las leyes y normas que durante la mayor parte de los siglos XIX y XX han mantenido la primacía masculina, relegando a la mujer a una situación de desigualdad y sumisión respecto del hombre, impidiéndole el desarrollo personal, su formación académica y la actividad profesional.

			El segundo es el educativo que, desde que se formaliza con un cierto rigor en España a partir de 1850, ahonda en la discriminación femenina, llegándose a prohibir durante décadas el acceso de la mujer a los  estudios universitarios. En este sentido es importante conocer cómo era aquel sistema educativo que impidió una mínima normalización de la incorporación femenina a la universidad hasta bien entrado el siglo XX, pues es revelador de las circunstancias a las que tuvieron que enfrentarse las jóvenes estudiantes.

			El tercer ámbito es el propio de los estudios de Arquitectura, en especial desde el momento de creación de las primeras escuelas específicas al margen de la Academia de Bellas Artes. Sus planes de estudio, sus peculiaridades con respecto de otras carreras universitarias y sus procesos de acceso nos permitirán dar respuesta a dos cuestiones fundamentales: ¿por qué hasta 1936 no hay ninguna arquitecta en España cuando ya era relativamente abundante el número de médicas, abogadas, veterinarias, historiadoras o científicas? y ¿cómo es posible que en esta incorporación de la mujer a la Arquitectura nos precedieran tantos países de un nivel de desarrollo con frecuencia inferior al español? Como en el caso de la normativa educativa general, para obtener respuestas convincentes a estas preguntas resulta tan imprescindible conocer los planes de estudio con los que ninguna mujer llegó a titularse en Arquitectura, como los posteriores que sí lo hicieron posible.

			El lapso de tiempo que nos lleva desde las primeras mujeres matriculadas en una escuela de Arquitectura hasta la décima en obtener el título de arquitecta en España, comprende tres periodos muy diferentes entre sí: la Restauración borbónica, la II República y la Dictadura franquista. Sólo la II República contendrá aspectos y fases en los que se favorece la incorporación de la mujer a la universidad y, más en concreto, a los estudios de Arquitectura. No resulta extraño, por tanto, que tres de las diez primeras arquitectas del país3 cursaran la práctica totalidad de sus estudios durante la II República pese a su breve duración. Además, una cuarta: Juana Ontañón, estaba preparando su  ingreso en la Escuela Superior de Arquitectura de Madrid en el verano de 1936, pero la guerra civil lo frustró en el último momento.

			En el periodo anterior, la Restauración, hay mujeres que inician los estudios de Arquitectura, pero ninguna llega a terminar la carrera. En el posterior de la Dictadura franquista, transcurren nada menos que veinticinco años -hasta 1964- para que seis mujeres lo logren, pese a que en el panorama internacional el acceso de la mujer a la universidad y a la Arquitectura estaba ya relativamente normalizado.

			Todos estos condicionantes: legislativos, educativos, académicos, sociales, políticos, tuvieron consecuencias en sus trayectorias profesionales. Estas mujeres hubieron de hacer frente a dificultades añadidas respecto de sus compañeros varones. Sufrieron restricciones para el ejercicio de la Arquitectura, para acceder a cargos públicos y de responsabilidad, para vencer los recelos de los posibles clientes, para que fuera reconocido administrativamente su trabajo y para desenvolverse en un entorno laboral hostil. En estas circunstancias resultaba imposible desarrollar todas sus capacidades y potencialidades. Hicieron lo que hicieron en un contexto adverso, pero es imposible saber qué hubieran podido legarnos de vivir y trabajar en una sociedad más igualitaria.

			Sin embargo, lo que consiguieron no fue poco. Además de romper con las dinámicas adversas y abrir el camino por el que continuarían transitando las arquitectas posteriores, lograron llevar a cabo carreras de indudable interés. Comenzaron como intrusas, como estudiantes de tapadillo, luego fueron pioneras, y finalmente, grandes profesionales. Aportaron una nueva mirada, otra sensibilidad y, en definitiva, una manera diferente de concebir el propio ejercicio de la Arquitectura. Y lo hicieron solas, inesperadas, inconformistas y resueltas, concentradas en su misión, buscando atentas el lugar y el momento oportunos. 

			Quizás ninguna imagen pueda simbolizar mejor esta actitud, al tiempo que servir de reconocimiento a sus figuras, que la de Matilde Ucelay capturando en su cuaderno la luz y las formas de un rincón del viejo Almuñécar en la tibia mañana del 5 de agosto de 1933, imagen que ilustra la portada.

			

			
				
						1	Baste recordar, por ejemplo, que las mujeres siguen suponiendo aún apenas el 35% de las matrículas de las carreras STEM.


				

				
						2	En algunas publicaciones se incluye por error entre las primeras mujeres arquitectas de España a Cruz López Muller, quien en realidad era un varón. Sin duda el nombre pudo llevar a esta confusión.


				

				
						3	Nueve en realidad puesto que Margarita Brender estudió la carrera en Rumanía y no en España.


				

			

		

	
		
			 EVOLUCIÓN DEL MARCO JURÍDICO DE LA MUJER EN ESPAÑA

		

	
		
			 

			Para poner en su contexto las circunstancias en las que se desarrollan las biografías de las pioneras de la arquitectura española es imprescindible realizar una revisión del marco jurídico que les afecta tanto en lo personal como en lo profesional. Aunque pertenecientes a una minoría privilegiada por su formación académica, posición económica y estatus social, las disposiciones legales que se refieren a los derechos y deberes de las mujeres les conciernen en el mismo grado que al resto de la población femenina del país. Esta aclaración no sería necesaria en el supuesto de que este libro tratase de arquitectos varones. A los hombres nunca se les ha cuestionado, por ejemplo, la posibilidad de estudiar y ejercer la arquitectura. En su caso bastaría con unas breves notas históricas que encuadraran su trabajo en el marco de su época. Sin embargo, a las mujeres sí se les ha negado o cuestionado con trabas legales el libre ejercicio de sus derechos personales en plano de igualdad con los hombres. No hablamos de la simple costumbre o tradición que relega a la mujer al ámbito doméstico, sino de todo un entramado normativo que, en general, ha dado soporte legal y perpetuado un modelo de sociedad desigual y patriarcal.

			Los límites cronológicos de este libro abarcan un periodo de tiempo que va desde 1893, año en que nace Josefa Gorría Benet -la primera española matriculada en una escuela de Arquitectura- hasta la actuali dad. Aunque así sea en términos absolutos, es conveniente que el lector tenga presentes otras fechas que le ayuden a comprender de forma adecuada las consideraciones que aquí se exponen sobre la manera en que las leyes y normas condicionaron las existencias de las protagonistas de nuestra historia. La primera es el año 1911, cuando Josefa Gorría y María de la Cruz Martínez se matriculan como alumnas en algunas materias impartidas en la Escuela de Arquitectura de Barcelona. En 1936 Matilde Ucelay Maórtua es pionera en la finalización con éxito los estudios de Arquitectura y en 1940 Cristina Gonzalo Pintor se convierte en la primera española que obtiene el título de arquitecta y ejerce como tal. En 1964 termina la carrera Mercedes Serra Barenys, la más joven de las biografiadas autora, además, del último proyecto firmado por una de ellas en 2010. En total más de cien años que se prolongan hasta hoy si tomamos en consideración la totalidad de sus biografías tras el abandono del ejercicio profesional. 

			Para poder analizar un lapso cronológico tan amplio necesitamos revisar los marcos jurídicos de cuatro momentos históricos claramente definidos y diferenciados que comprenden más de un siglo de la historia de España: Restauración, II República, dictadura franquista y régimen constitucional de 1978. 

		

	
		
			 Restauración: el principio de desigualdad

			En la época la Restauración, que se extiende entre 1874 y 1931, hay que distinguir dos periodos separados por el golpe de Estado de Primo de Rivera en septiembre de 1923. Con anterioridad a esta fecha nos situamos en un contexto de monarquía parlamentaria con partidos políticos que se turnan en el poder. A partir del pronunciamiento militar, este régimen es sustituido por una dictadura. Pese a ello, lo cierto es que para los efectos que aquí nos atañen no es preciso diferenciar uno de otro ya que nos vamos a centrar en los aspectos meramente jurídicos que afectan a la mujer y éstos no varían en exceso. Bien diferente sería tratar temas relacionados con los usos y costumbres sociales referentes a la mujer, en los que sí hay notables disparidades. 

			Por lo que se refiere a la legislación, los documentos esenciales que debemos tener en cuenta son el Código Penal de 18704 y el Código Civil de 18895, ambos basados en la tradición napoleónica. En ellos se establece un entramado legal que consagra la desigualdad jurídica entre hombres y mujeres como principio básico. Aunque tanto unos como  otras alcanzan la mayoría de edad legal a los 23 años, lo cierto es que en la práctica las mujeres son consideradas a lo largo de toda su vida como menores de edad bajo la autoridad de los hombres. Así, hasta los 25 años las solteras no pueden abandonar el domicilio familiar sin autorización expresa de su padre6, y desde que contraen matrimonio pasan a depender de la voluntad del marido. Sólo las mujeres solteras mayores de 25 años y las viudas disponen de una relativa capacidad de actuación sin excesivas tutelas masculinas.

			A partir del matrimonio la mujer queda totalmente sometida a su esposo. En la Sección Cuarta del Código Civil, al tratar de los derechos de los cónyuges, se puede leer entre otras cosas:

			El marido debe proteger a la mujer, y ésta obedecer al marido. (…) La mujer está obligada a seguir a su marido donde quiera que fije su residencia. (…) El marido es el administrador de los bienes de la sociedad conyugal. (…) El marido es el representante de la mujer. Esta no puede, sin su licencia, comparecer en juicio por sí o por medio de procurador. (…) Tampoco puede la mujer, sin licencia o poder de su marido, adquirir por título oneroso ni lucrativo, enajenar sus bienes, ni obligarse (…).7 

			La capacidad de actuación de la mujer casada sin autorización de su esposo queda reducida a otorgar testamento y a ejercer su tutela respecto de los hijos legítimos o reconocidos que hubiese tenido en un matrimonio anterior.

			La ausencia de equidad jurídica entre hombre y mujer queda de manifiesto en el grueso del articulado tanto del Código Civil como del Código Penal por lo que revisarlo resultaría excesivamente prolijo. Basten como muestra algunos apartados referidos a un tema delicado: el de los motivos que justifican la separación del matrimonio cuando uno de los dos cónyuges comete adulterio. El marido puede solicitar dicha separación si hay adulterio de la mujer en todo caso. Sin embargo,  la mujer sólo tiene capacidad para hacerlo cuando del adulterio cometido por el esposo resulte escándalo público o menosprecio de la mujer. 

			La violencia física sufrida por la mujer sólo es causa para solicitar la separación conyugal cuando está ejercida por el marido sobre la mujer para obligarla a cambiar de religión8, pero no si la violencia tiene cualquier otra motivación. 

			En el caso del Código Penal llama la atención la desigualdad de castigos previstos para hombres y mujeres en un buen número de supuestos. Volviendo al asunto del adulterio, al que se dedica gran atención en el articulado, el cometido por el marido está penado entre seis meses y cuatro años de prisión, mientras que en el caso de la esposa se prevé cárcel entre dos y seis años. El asesinato motivado por adulterio en los hombres se castiga con destierro entre seis meses y seis años mientras que en este supuesto las mujeres se arriesgan a ser acusadas de parricidio y castigadas con cadena perpetua9. 

			Centrándonos en la manera en que la legislación del periodo de la Restauración afecta a las pioneras de la arquitectura española hay que comenzar por advertir que en su mayor parte nacen entre 1893 y 1930, dentro, por tanto, del periodo político de la Restauración10. Entre ellas hay importantes diferencias cronológicas puesto que si, como ya hemos visto, Josefa Gorría nace en 1893 en pleno apogeo del sistema, Milagros Rey Hombre lo hace en 1930, ya en los estertores del régimen. Sin embargo, si exceptuamos los casos muy tempranos de Josefa Gorría y María de la Cruz Martínez, cuyo paso por la escuela de Arquitectura es muy efímero, el resto presentan un perfil biográfico más homogéneo puesto que todas son niñas, adolescentes o jóvenes  que aún no han alcanzado la mayoría de edad durante la época de la Restauración. En consecuencia, la legislación les afecta fundamentalmente en su condición de muchachas que están bajo la tutela paterna y carecen de capacidad de acción individual. Esto incluye la autorización para cualquier clase de matrícula académica por lo que, como veremos en sus respectivas biografías, en algunos casos han de vencer fuertes reticencias familiares para lograr su deseo de cursar la carrera de Arquitectura.

			Estas reservas paternas se dan pese a que en todos los casos pertenecen a familias en las que predominan los ambientes liberales y progresistas, y con frecuencia están vinculadas a la Institución Libre de Enseñanza. Y si esto es así en las familias más propicias a fomentar el estudio de sus hijas, es fácil suponer que hubo otras ocasiones en las que las jóvenes hubieron de enfrentarse a una negativa radical en contextos más conservadores. Así se frustraron, con toda seguridad, las trayectorias de otras mujeres con vocación y capacidad para estudiar y ejercer la arquitectura.

			Tal como se ha apuntado con anterioridad, en la legislación española de la Restauración, la mujer casada pasa sin solución de continuidad de depender de la autoridad paterna a hacerlo de la de su esposo. Y si el padre es quien puede autorizarla a cursar estudios superiores cuando es soltera menor de 25 años, tras el matrimonio es el marido quien debe estar conforme con tal posibilidad y, por supuesto, con la de desempeñar una profesión. Un dato revelador de esta situación lo encontramos en las primeras mujeres matriculadas en la Escuela de Arquitectura de Madrid: Eulalia Urcola Fernández y Josefa Flórez Gallegos. Las dos comienzan sus estudios con el beneplácito paterno, pero las dos los abandonan ya bien avanzados en coincidencia con su determinación de contraer matrimonio. Todo apunta a que hubo una relación entre ambas decisiones. Y es que si en la mujer soltera estaba relativamente aceptada la posibilidad de estudiar y realizar un trabajo fuera del hogar, en el de la casada la opinión generalizada en la sociedad era la contraria, más allá, incluso, de lo que dispusieran las leyes. 

			

			
				
						4	Código Penal de 18 de junio de 1870. Gaceta de Madrid. 31 de agosto de 1870.


				

				
						5	Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil. Gaceta de Madrid. 25 de julio de 1889.


				

				
						6	Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil. Gaceta de Madrid. 25 de julio de 1889. Artículos 320 y 321.


				

				
						7	Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil. Gaceta de Madrid. 25 de julio de 1889. Artículo 105.


				

				
						8	Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil. Gaceta de Madrid. 25 de julio de 1889. Artículos 56 a 61.


				

				
						9	Código Penal de 18 de junio de 1870. Gaceta de Madrid. 31 de agosto de 1870. Artículos 452 y 438.


				

				
						10	Las únicas excepciones son las de Margarita Mendizábal Aracama -nacida en 1931- y Mercedes Serra Barenys -en 1940- que ya lo hicieron durante la II República y la dictadura franquista respectivamente. Por otra parte, no se consideran aquí los casos de Erna Foertsch y Margarita Brender por haber nacido y estudiado fuera de España.


				

			

		

	
		
			 II República: 
la conquista de libertades y derechos

			A pesar de su corta existencia y de su azarosa evolución política -con tres fases muy diferentes entre sí: bienio reformista, bienio conservador y frente popular- la II República es un periodo en el que la mujer alcanza una serie de libertades y derechos sin precedentes, avanzando hacia la igualdad con el varón. En este sentido es muy significativo y de gran proyección social, el debate sobre el sufragio femenino que se plantea ya en los primeros meses de vida del régimen republicano. Según la ley electoral de 1890 las mujeres españolas podían ser elegidas -sin duda por el convencimiento del legislador de que ningún partido político las llevaría en sus listas de candidatos- pero no podían votar. Y de hecho, así ocurre en las elecciones del 28 de junio de 1931 cuando acceden al Parlamento las tres primeras diputadas de la historia de España: Clara Campoamor, Victoria Kent y Margarita Nelken.

			Las Cortes que deben elaborar la Constitución de la República, debaten con vehemencia sobre la aprobación del sufragio femenino. Clara Campoamor, abogada de profesión y miembro del Partido Radical, y Victoria Kent, también abogada y elegida por el Partido  Republicano Radical Socialista, acaparan el protagonismo del debate sobre el asunto que se discute el 1 de octubre de 1931. La primera se muestra a favor el voto femenino, la segunda en contra, alegando que es una decisión precipitada teniendo en cuenta la falta de formación y preparación social y política de la mujer española que, además, sigue excesivamente influida por la Iglesia católica. Finalmente se acepta que la Constitución incluya un artículo que garantiza la igualdad de sufragio entre hombres y mujeres, que dice: Los ciudadanos de uno y otro sexo, mayores de veintitrés años, tendrán los mismos derechos electorales conforme determinen las leyes.11

			Aunque el derecho al voto afecte a un aspecto muy concreto en el proceso de equiparación entre hombres y mujeres, lo cierto es que por primera vez ellas tienen capacidad de decisión sobre los responsables de elaborar y aprobar las leyes. Y estos, por supuesto, han de tener en cuenta la opinión de las mujeres a la hora de legislar. La mujer deja de ser un sujeto meramente pasivo en el ámbito político y el marco jurídico lo va a reflejar en muy poco tiempo.

			Así, la Constitución de la República, aprobada el 9 de diciembre de 1931, avanza de manera muy notable en la equiparación jurídica de hombres y mujeres. En ella se contienen artículos como el 25: No podrán ser fundamento de privilegio jurídico: la naturaleza, la filiación, el sexo, la clase social, la riqueza, las ideas políticas ni las creencias religiosas o el 43 en el que se reafirma la igualdad del hombre y la mujer casados: El matrimonio se funda en la igualdad de derechos para ambos sexos y podrá disolverse por mutuo disenso o a petición de cualquiera de los cónyuges. También se establece que la mujer no está obligada a vivir en la residencia que fije su marido (artículo 31), ni a adoptar obligatoriamente su nacionalidad (artículos 23 y 24).

			Sobre la libertad de pensamiento y opinión, la Constitución recoge la de conciencia y derecho a profesar cualquier religión (artículo 27) y especifica en el artículo 34: Toda persona tiene derecho a emitir libremente sus ideas y opiniones, valiéndose de cualquier medio de difusión,  sin sujetarse a la previa censura. Por lo que respecta a la capacidad de ejercer sus derechos frente a la Administración, el artículo 35 establece: Todo español podrá dirigir peticiones, individual y colectivamente, a los Poderes públicos y a las autoridades. 

			Muy importante y excepcional en la historia española es la capacidad de la mujer para ejercer en igualdad al hombre cualquier profesión, recogida en el artículo 33: Toda persona es libre de elegir profesión. Se reconoce la libertad de industria y comercio (…). Además, la mujer puede ocupar cualquier cargo en la Administración según el artículo 40: Todos los españoles, sin distinción de sexo, son admisibles a los empleos y cargos públicos según su mérito y capacidad.

			La obra de la Constitución de 1931 se completa durante los años siguientes mediante otras disposiciones que avanzan hacia la igualdad legal entre hombres y mujeres en los diversos ámbitos familiares, sociales, económicos y laborales. Así la reforma del Código Penal de 8 de septiembre de 193212 aplica el principio de igualdad de sexos recogido en la Constitución cuando, por ejemplo, se abole el artículo vigente hasta la fecha por el que el hombre que sorprendiera a su mujer en adulterio y le causara la muerte o lesiones tenía derecho a la absolución o a una atenuación muy significativa de la pena. También se reconoce la posibilidad de arresto para el hombre que causase lesiones de cualquier tipo a su pareja. Por último, se adoptan medidas para proteger a la mujer en caso de violación, estupro o abusos de autoridad.

			En lo laboral, otras medidas adoptadas son la nulidad de los contratos que establezcan la prohibición de contraer matrimonio a las obreras, dependientes o empleadas de cualquier tipo13 -una práctica habitual en la época- o el reconocimiento del derecho a que la mujer cobre directamente, y no a través de su marido, el sueldo de su trabajo14.

			Por último podemos citar que el 2 de marzo de 1932 se aprueba la Ley del divorcio15 que, además de romper con la familia basada en la  autoridad del hombre sobre la mujer, considera causa de separación prácticas de abuso o violencia hacia ésta por parte de su cónyuge. El 28 de junio del mismo año se aprueba otra ley por la que el matrimonio civil pasa a ser considerado como el único con validez legal en España y el 4 de octubre de 1933 la orden ministerial que amplía y consolida el derecho de la mujer al ejercicio de la patria potestad de sus hijos.

			Como en tantos otros aspectos, en el establecimiento de un cuerpo jurídico que equiparase en derechos y deberes a hombres y mujeres, la II República tiene como empeño la homologación de España a los países más adelantados de Europa. La mujer por fin puede dejar atrás su función tradicional que la relega al cuidado del hogar para realizar estudios superiores o trabajar. En el medio urbano este proceso resulta especialmente intenso y la mujer se incorpora a la política, el deporte, la prensa o el ocio de un modo sin precedentes y con una visibilidad pública extraordinaria. Las mujeres universitarias son uno de los símbolos del periodo republicano. Y entre ellas figuran las tres primeras que lograrán terminar los estudios de Arquitectura: Matilde Ucelay Maórtua, Cristina Gonzalo Pintor y Rita Fernández Queimadelos, quienes cursan la mayor parte de la carrera en la Escuela Superior de Arquitectura de Madrid durante estos años. Hay que señalar, eso sí, que las dos últimas la verán interrumpida en su fase final como consecuencia del estallido de la Guerra Civil y no la finalizarán hasta 1940.

			Sin duda se trata de datos relevantes pero que vienen acompañados por otros como el hecho de que ninguna de ellas abandone los estudios o deje de ejercer la profesión a raíz de su decisión de contraer matrimonio, o la relativa normalización de la matrícula de nuevas estudiantes tanto en los últimos años de la II República como en los inmediatamente posteriores a la guerra16.

			
			

			Basten estos ejemplos para apreciar los avances que en materia de igualdad tienen lugar durante la II República. Son resultado de una nueva sensibilidad política y reflejo de una evolución social favorable a la equiparación entre hombres y mujeres. Sin embargo, también hay que tener en cuenta que el entramado jurídico elaborado en el periodo republicano responde más al acceso al poder de una minoría de intelectuales y profesionales de vocación europeizadora y modernizadora que a una verdadera transformación de la sociedad española. En ella, y no sólo en el ámbito rural o entre las clases ideológicamente más conservadoras sino también entre sectores del movimiento obrero, los prejuicios hacia la igualdad de sexos siguen siendo dominantes. Ni las buenas intenciones, ni la simple puesta en marcha de reformas legales son suficientes para transformar una sociedad patriarcal. Hubiera hecho falta tiempo para lograrlo, y la II República no dispuso del suficiente para alcanzar sus objetivos.

			

			
				
						11	Constitución de la República Española. 9 de diciembre de 1931. Artículo 36. 


				

				
						12	Gaceta de Madrid, 5 de noviembre de 1932.


				

				
						13	Decreto de 9 de diciembre de 1931.


				

				
						14	Ley de 21 de noviembre de 1931.


				

				
						15	Gaceta de Madrid. 11 de marzo de 1932.


				

				
						16	En este caso se trataba de jóvenes que habían cursado Bachillerato durante la II República con intención de seguir la carrera de Arquitectura pero que tuvieron que esperar a que reabrieran las escuelas de Madrid y Barcelona tras el fin de la contienda para poder matricularse. El grado de abandono de la carrera entre ellas sería muy elevado. 


				

			

		

	
		
			 Dictadura franquista: el retorno a los valores tradicionales

			Las diez primeras mujeres arquitectas españolas obtienen el título que les permite ejercer la profesión ya durante la dictadura franquista17, dentro de la que se desarrolla la totalidad o mayor parte de sus carreras. Además, un amplio grupo: Juana Ontañón Sánchez, María Eugenia Pérez Clemente, Elena Arregui Cruz-López, Milagros Rey Hombre, Margarita Mendizábal Aracama y Mercedes Serra Barenys, cursan por entero sus estudios también en estos años del franquismo. Es lógico, por tanto, que merezca la pena detenerse algo más que en los periodos anteriores en el examen del entramado jurídico que condiciona su actividad como estudiantes y profesionales de la arquitectura.

			Con el triunfo del bando franquista en la Guerra Civil, la situación jurídica de la mujer española experimenta un giro radical respecto de la vigente durante la II República. Si bien con anterioridad a la contienda no se habían logrado todos los avances a los que se aspiraba para la efectiva igualdad de sexos, desde el principio el nuevo régimen político pone en marcha un ordenamiento legal que conlleva retrotraer la situación de  la mujer a tiempos pretéritos. Su actividad queda de nuevo restringida a la esfera doméstica y su dependencia respecto del hombre, reforzada. Uno de los principios en los que se basa esta sociedad profundamente patriarcal es el de la desigualdad jurídica entre el hombre, dominante, y la mujer, sometida al hombre. Se quiere, en definitiva, una vuelta al concepto de familia tradicional defendido por las fuerzas hegemónicas tras la guerra: Falange Española e Iglesia católica, fundamentalmente. 

			En el derecho de familia se derogan -con efectos retroactivos- los matrimonios civiles y sólo se consideran válidos los matrimonios canónicos. En consecuencia, se prohibe el divorcio. En el matrimonio el marido ostenta la autoridad absoluta, mientras que la mujer pasa de facto de la potestad del padre a la del esposo. La patria potestad de los hijos corresponde en exclusiva al padre, mientras que la de la madre es simplemente subsidiaria18 y, además, la pierde en el caso de enviudar y contraer segundas nupcias -salvo que el marido hubiera dispuesto su conformidad en testamento-.

			Según el Código Civil de 1889 que se mantiene vigente, la mujer necesita autorización expresa del marido para disponer de sus propios bienes, firmar cualquier tipo de contrato, realizar pagos, aceptar una herencia, ser albacea o ejercer actividades comerciales. El marido ostenta la representación de su esposa y, por lo tanto, ella no puede comparecer por sí misma en un juicio, designar abogado o procurador, ni siquiera defender sus propios intereses. El artículo 1263, en el que se trata de la posibilidad de prestar consentimiento a un contrato, es especialmente revelador de la consideración jurídica de la mujer al negarle tal posibilidad a las casadas equiparándolas así con los menores no emancipados, los locos o dementes y los sordomudos que no sepan escribir”. Conviene recordar a las generaciones actuales que este artículo se mantendrá en vigor hasta el año 1975.  

			La mujer, además, está obligada a seguir al esposo allá donde éste fije su residencia. El domicilio es considerado la casa del marido. En el caso extremo de que se conceda una separación legal, la mujer sólo tiene  derecho a llevarse de la vivienda la cama, la ropa de uso diario y a los hijos menores de tres años. Es más, en este supuesto, la mujer debe quedar depositada, según el término utilizado por la ley, en la vivienda paterna, un convento o una institución similar.

			En el caso de las mujeres solteras, hasta la mayoría de edad -fijada en los 25 años- quedan bajo la autoridad paterna. Pero aun alcanzada esta edad, requieren del permiso del padre para abandonar el domicilio familiar, salvo para contraer matrimonio.

			Todas las disposiciones citadas recogidas en el Código Civil se mantienen vigentes en sus líneas generales durante todo el régimen franquista, si bien es cierto que a partir de 1958 se suavizan algunas de las más duras, entre ellas la posibilidad de disponer de sus propios bienes o mantenerse en su domicilio -que pasa a denominarse hogar conyugal- en el supuesto de una separación.

			El Código Penal va en la misma línea que el Civil en cuanto a la opresión y discriminación de la mujer. Baste con citar algunas de sus disposiciones que son suficientemente expresivas: se recupera el concepto de uxoricidio por causa de honor -previamente eliminado durante la II República- que permite al hombre matar o lesionar a la esposa o hija menor de 23 años sorprendida en adulterio; el adulterio es un tipo penal que sólo afecta a las mujeres puesto que en el caso de los hombres se considera amancebamiento -que no tiene consecuencias punitivas-; la violencia sexual ejercida por el marido hacia la esposa tampoco merece ningún tipo de reproche penal; por último, quedan prohibidas prácticas como el aborto o el uso de anticonceptivos.

			En el ámbito laboral se toman múltiples medidas que aseguran que el hombre sea quien trabaje fuera del hogar y mantenga económicamente a la familia, y la mujer se limite a cuidar de la misma y a ejercer de ama de casa. Así, entre otras disposiciones, se retira el plus familiar -un complemento económico de los sueldos- a los trabajadores cuyas esposas tengan un empleo; se concede una dote a las parejas en las que tras el matrimonio la mujer abandone su puesto de trabajo; se impone la obligatoriedad de que, para trabajar fuera de casa, la mujer cuente con la autorización expresa de su marido; se aprueba que el hombre sea, si lo desea, quien  reciba el sueldo del trabajo de su esposa y se limita el acceso de la mujer a buena parte de empleos públicos. En caso de tener la condición de funcionarias les está vedado el ascenso a partir de la categoría de jefe de Administración.

			En el Fuero del Trabajo19, una de las leyes fundamentales del régimen, aprobado en 1938 -antes del final de la guerra- ya queda expresa la voluntad de evitar el trabajo fuera del hogar de la mujer cuando se recoge que el Estado prohibirá el trabajo nocturno a las mujeres y niños, regulará el trabajo a domicilio y liberará a la mujer casada del taller y la fábrica.20 Es evidente el eufemismo al que recurre el legislador al hablar de liberación cuando lo que se pretende es la prohibición. Se contradice así el principio general del propio Fuero al afirmar que Todos los españoles tienen derecho al trabajo y el deber de ocuparse de alguna actividad socialmente útil.21 Como ya se ha hecho notar en alguna ocasión, la clave está en que el término españoles no se refiere al conjunto de la población española, sino sólo a los hombres22. El decreto-ley de 31 de diciembre de 1938 que viene a concretar algunos aspectos sobre las condiciones del trabajo femenino es aún más expresivo sobre el papel que se le reserva a la mujer en el mundo laboral. Una de sus disposiciones prohibe el trabajo de la mujer casada cuando los ingresos del marido alcancen un determinado nivel puesto que, como se afirma en el mismo decreto: La tendencia del Nuevo Estado es que la mujer dedique su atención al hogar y se separe de los puestos de trabajo.

			Como consecuencia, durante décadas el trabajo de la mujer fuera del hogar está fuertemente limitado. En general, se tolera en el caso de las mujeres solteras y en determinados ámbitos como el servicio doméstico, en fábricas o en profesiones que tengan una especial consideración de labores femeninas. Las mujeres casadas deben contar con la autorización del marido, que es el único con potestad de firmar el contrato de trabajo. Los sueldos siempre son inferiores a los de los hombres y es habitual en las ordenanzas laborales, tanto del sector privado como del público, que  esté establecido que sean las primeras en ser despedidas si hay ajuste de plantilla, que se vean obligadas a dejar su trabajo en caso de contraer matrimonio y que se les impida alcanzar los puestos de dirección de las empresas. Por último, son abundantes las profesiones y cargos que les están prohibidos a las mujeres, entre otros, secretaria de la Administración de Justicia, notariado, registradora de la propiedad o cuerpo diplomático. 

			Todas estas disposiciones no se quedan en el plano teórico. Afectan de una manera directa a las mujeres en su día a día, sobre todo las que pretenden desarrollar una carrera profesional. Entre las arquitectas protagonistas de este estudio hay dos ejemplos que nos permiten comprobar hasta qué punto fue así. El primero es el de Rita Fernández Queimadelos. Titulada en agosto de 1940 tuvo dificultades para superar la decisión paterna de que retornase al hogar familiar en lugar de iniciar una carrera profesional en Madrid. Para convencerlo necesitó recurrir a compartir piso en la capital con su hermana Elena durante el tiempo que permaneció soltera. De no haberlo aceptado el padre, Rita Fernández tendría que haber regresado a Orense. Dos años después, contrae matrimonio con Vicente Iranzo Rubio quien en 1945 obtiene la cátedra de Química Inorgánica en la Universidad de Murcia. La pareja tuvo que llegar a un acuerdo para mantener el domicilio en Madrid y que Rita Fernández siguiera con su ya consolidada actividad en la Dirección General de Regiones Devastadas. Para hacerlo posible Vicente Iranzo se trasladaba entre Madrid y Murcia semanalmente. Como en el caso anterior, Rita Fernández dependió de la buena disposición de un hombre, en este caso su marido. Una década después, la pareja fijaría su residencia en Murcia y Rita Fernández hubo de reiniciar su carrera para poder seguir ejerciendo la arquitectura. Finalmente, en 1972 Vicente Iranzo logra una nueva cátedra, en este caso en la Universidad de Barcelona. En la legislación española sigue siendo obligatorio que la mujer resida en el hogar fijado por el marido, y la pareja se traslada a la capital catalana. Como consecuencia, Rita Fernández abandona definitiva y prematuramente la profesión. Tiene 61 años y aunque  está en plena disposición de seguir trabajando no parece encontrarse con fuerzas para volver a comenzar de nuevo en otra ciudad23.

			Caso diferente, pero también muy representativo de hasta qué punto la situación jurídica de la mujer casada era de dependencia respecto del marido es el de María Eugenia Pérez Clemente, la única de las primeras tituladas españolas en Arquitectura que no llegaría a la práctica profesional. Aunque contrajo matrimonio antes de terminar la carrera, llegó a completarla. Sin embargo, el hecho de que su esposo, Octavio Manuel Cortés Hernández, fuera puertorriqueño implicó la aplicación del artículo 22 del Código Civil de 1889, en vigor durante el franquismo, que precisa que la mujer casada sigue la condición y nacionalidad de su marido24. Esto suponía que desde el momento de su matrimonio María Eugenia Pérez Clemente dejaba de poder optar a cualquier puesto vinculado a la Administración pública española y en cuanto a la posibilidad del ejercicio privado de la arquitectura se enfrentaba a las mismas trabas que cualquier otro extranjero. La pareja se instalaría pronto en Estados Unidos25 donde María Eugenia Pérez Clemente se encontraría con un nuevo impedimento para desempeñar la Arquitectura al no lograr la convalidación de su título. Se frustró así una carrera que pudo ser fructífera y que sin duda era su gran aspiración, como lo prueba el que en su esquela figurase su condición de arquitecto pese a que nunca pudiera ejercer la profesión26. 

			

			
				
						17	Aunque Matilde Ucelay Maórtua terminó sus estudios en junio de 1936, no sería hasta una década después cuando se le expediría el título oficial como arquitecta.


				

				
						18	El padre podía dar en adopción a los hijos sin necesidad del consentimiento de la madre. 


				

				
						19	Fuero del Trabajo. Boletín Oficial del Estado. 10 de marzo de 1938.


				

				
						20	Fuero del Trabajo. Tomo II. Artículo 1.


				

				
						21	Fuero del Trabajo. Artículo 24.


				

				
						22	RUIZ FRANCO, 1995, pp.247-268.


				

				
						23	La obligación legal de que la mujer se estableciese en el domicilio familiar fijado por el marido no se suprime hasta la aprobación de la Ley de 2 de mayo de 1975 sobre la reforma de determinados artículos del Código Civil y del Código de Comercio. Boletín Oficial del Estado. 5 de mayo de 1975.


				

				
						24	Boletín Oficial del Estado. 25 de julio de 1889.


				

				
						25	Desde 1950 Puerto Rico es un estado libre asociado de los Estados Unidos. Aunque con doble nacionalidad, sus ciudadanos no lo son de pleno derecho en Estados Unidos.


				

				
						26	ABC. Madrid. 12 de marzo de 1978.


				

			

		

	
		
			 Dictadura franquista: 
los años del desarrollismo

			A finales de la década de los años 50 se producen una serie de circunstancias internas y, sobre todo, internacionales que provocan un giro en la política española. La dictadura franquista no ha conseguido superar las consecuencias de la Guerra Civil y la economía sigue en un estado ruinoso como resultado de la autarquía promovida por el régimen. El Plan de Estabilización de 1959 y los Planes de Desarrollo posteriores inician una tímida apertura hacia el exterior beneficiados por el apoyo de Estados Unidos que ve a España como un aliado estratégico muy útil en el contexto de la Guerra Fría. El proceso es liderado por una nueva clase política que acaba con la hegemonía falangista: los tecnócratas, vinculados al Opus Dei. En esencia se trata de una operación para procurar la supervivencia del régimen franquista acercándose aparentemente a unos principios -los de las democracias occidentales- que hasta entonces había combatido. Siguiendo la máxima de Giuseppe Tomasi di Lampedusa, se trata de cambiar todo para que todo siga igual. 

			La primera disposición legal de importancia que afecta en esta etapa a la situación legal de la mujer es la Ley de 24 de abril de 1958 por la que se modifican determinados artículos del Código Civil27 para  adecuar algunos aspectos relacionados con el matrimonio al Concordato firmado unos años antes entre el Vaticano y el Estado español. Entre otras cosas se introducen novedades en la capacidad jurídica de la mujer casada que, aunque le confieren algo más de potestad en la tutela de los hijos y de representación en la gestión de sus bienes, mantienen el principio de desigualdad y el de la autoridad del marido dentro del matrimonio. Es evidente el esfuerzo poco convincente del legislador por conjugar la idea de que el sexo no puede ser motivo de diferencia de trato por parte del ordenamiento jurídico, con el axioma de la supremacía del esposo en la pareja:

			Si bien es cierto que el sexo por si no debe dar lugar a diferencias y menos desigualdades de trato jurídico civil, ha parecido igualmente claro, hasta el punto de estimarlo también como principio fundamental, que la familia, por ser la más íntima y esencial de las comunidades, no puede originar desigualdades, pero si ciertas diferencias orgánicas derivadas de los cometidos que en ella incumben a sus componentes para el mejor logro de los fines morales y sociales que, conforme al Derecho natural, está llamada a cumplir. Se contempla, por tanto, la posición peculiar de la mujer casada en la sociedad conyugal, en la que, por exigencias de la unidad matrimonial, existe una potestad de dirección que la naturaleza, la Religión y la Historia atribuyen al marido, dentro de un régimen en el que se recoge fielmente el sentido de la tradición católica que ha inspirado siempre y debe inspirar en lo sucesivo las relaciones entre los cónyuges.28

			En una línea ideológicamente similar, aunque evidenciando la evolución que estaba experimentando la sociedad y la economía española en pleno Plan de Estabilización, se aprueba la Ley de 22 de julio de 1961 sobre derechos políticos, profesionales y de trabajo de la mujer29. En su parte expositiva se recuerda que el Fuero del Trabajo reconocía la igualdad de todos los españoles en el acceso a los cargos y funciones públicos, así como en el derecho al trabajo, y se propone como obje tivo desarrollar y dar aplicación efectiva a estos principios. Eso sí, se afirma también que la regulación jurídica de las actividades sociales de la mujer está determinada por dos circunstancias: el sexo y su estado. Respecto de la primera de ellas se entiende que no debe ser motivo de discriminación ni en sus relaciones jurídicas, ni en sus derechos políticos o profesionales, aunque el legislador hace la salvedad de que no habrá más limitaciones que las que su condición femenina impone, sin especificar más detalles. 

			En cuanto a su estado, la ley sí que contempla restricciones de derecho para la mujer casada puesto que insiste en que, como ya se decía en la ley de 1958, el matrimonio exige una potestad de dirección que la naturaleza, la religión y la historia atribuyen al marido30. Ante la realidad de un creciente acceso de la mujer casada a todo tipo de ocupaciones, y para respetar el principio general de la no discriminación por sexos del Fuero del Trabajo, el legislador propone la elevación general de las rentas del trabajo, reales y no nominales, del marido que, en conjunción con otros programas, señaladamente el de la vivienda (…) permitan al cabeza de familia el mantenimiento con lo procedente de su solo trabajo y esfuerzo de un nivel digno de vida para su familia31. En definitiva, se trata de dar suficientes estímulos económicos y de ayudas estatales a los matrimonios -sobre todo con hijos- como para desincentivar la incorporación de la mujer al mundo laboral, manteniendo de esta manera no coercitiva su misión tradicional de ama de casa y cuidadora del hogar y la familia.

			Por otra parte, la Ley de 22 de julio de 1961 sobre derechos políticos, profesionales y de trabajo de la mujer reconoce su capacidad para ser elegida y desempeñar cualquier cargo público en todos los niveles de la Administración; participar en las oposiciones o cualquier otro sistema de selección para la provisión de plazas de las administraciones públicas; acceder a todos los grados de la enseñanza; celebrar toda clase de contratos de trabajo y recibir el mismo salario que el hombre. Pero  se mantiene la prohibición de que la mujer se incorpore a cuatro posibles empleos vinculados a la Administración: el ejército; los cuerpos y profesiones que impliquen el uso de armas; la marina mercante -salvo los empleos sanitarios-; y los cargos de magistrados, jueces y fiscales -excepto en las jurisdicciones tutelar de menores y laboral-. Ya al margen de los empleos públicos se añade que quedarán vedados a la mujer todos los trabajos que tengan un carácter penoso, peligroso o insalubre.

			

			
				
						27	Boletín Oficial del Estado. 25 de abril de 1958.


				

				
						28	Boletín Oficial del Estado. 25 de abril de 1958.


				

				
						29	Boletín Oficial del Estado. 24 de julio de 1961.


				

				
						30	Boletín Oficial del Estado. 24 de julio de 1961.


				

				
						31	Boletín Oficial del Estado. 24 de julio de 1961.


				

			

		

	
		
			 1975: un año señalado

			El régimen político franquista apenas permite mejoras en la situación jurídica de la mujer a lo largo de la práctica totalidad de su existencia. Hay que esperar a la primavera de 1975, sólo unos meses antes de la muerte del dictador, para que se apruebe una norma que suponga un avance de calado al respecto. El sistema se ve obligado a aceptar cambios en la legislación sobre la mujer -en concreto sobre la casada- para responder a las inquietudes de buena parte de la sociedad, y lo hace con la aprobación de la Ley de 2 de mayo de 1975 sobre la reforma de determinados artículos del Código Civil y del Código de Comercio que afectan a los derechos y deberes de la mujer casada32.

			Los grandes temas que se abordan en la ley son los de la nacionalidad, la relación jurídica entre los cónyuges, el régimen económico-matrimonial, el reconocimiento de la capacidad de obrar de la mujer casada y la posibilidad de actuación de ésta en la esfera mercantil. Dada la extensión y complejidad de la norma nos centramos únicamente en aquellos aspectos que más pudieron incidir en las biografías y las actividades profesionales de las primeras arquitectas españolas. 

			Por lo que se refiere a la nacionalidad, se suprime el principio de unidad familiar que obligaba a la mujer española que contrajera matrimonio con un extranjero a adoptar la nacionalidad del esposo, lo  que suponía que no pudiera acceder -o mantener- a cargos públicos y empleos relacionados con la Administración, reservados únicamente a personas con nacionalidad española.

			Al margen de lo relativo a la nacionalidad, los artículos más destacados de la ley de 2 de mayo de 1975 son aquellos que establecen una nueva relación entre los cónyuges como el 57: El marido y la mujer se deben respeto y protección recíprocos, y actuarán siempre en interés de la familia; el 58: Los cónyuges fijarán de común acuerdo el lugar de su residencia (…); el 59: El marido es el administrador de los bienes de la sociedad conyugal, salvo estipulación en contrario; el 62: El matrimonio no restringe la capacidad de obrar de ninguno de los cónyuges; y el 63: Ninguno de los cónyuges puede atribuirse la representación del otro sin que le hubiera sido conferida voluntariamente. 

			Por lo que se refiere a las modificaciones introducidas en el Código de Comercio se consagra por primera vez la igualdad en el ejercicio de las actividades mercantiles tanto del marido como de la esposa, con los mismos derechos y obligaciones por ambas partes.

			Muy significativo del carácter de la reforma, pero sobre todo de la situación en la que se encontraba jurídicamente la mujer española casada es el párrafo incluido en la ley según el cual se ha hecho desaparecer el vejatorio apartado tercero del artículo mil doscientos sesenta y tres, que asimilaba a la mujer a quienes física y psíquicamente carecen de los presupuestos normales de la capacidad.33

			La aprobación de la ley de 2 de mayo de 1975 supone, en la práctica, que la mujer casada adquiera una serie de derechos que le otorgan el rango de persona mayor de edad y que hasta entonces le estaban vetados como, por ejemplo, mantener su nacionalidad de origen; administrar los bienes parafernales34 y comparecer en juicio para disponer de ellos; ejercer como albacea; ser tutora; decidir su lugar de residencia; tener capacidad para aceptar una herencia; actuar como mandataria;  posibilitar la administración de los bienes conyugales en las mismas condiciones que el esposo; poder solicitar la separación de bienes; desempeñar actividades comerciales en plano de igualdad con el hombre; trabajar sin la autorización del marido; solicitar pasaporte o abrir una cuenta bancaria. 

			La ley es un paso en la buena dirección, pero también es evidente que se trata de un avance tardío y tímido. De hecho, no logra, ni mucho menos, una equiparación de género. Las desigualdades siguen siendo enormes y con frecuencia lo establecido en la norma no pasa de ser una mera formulación teórica sin aplicación práctica. Además, sobre todo en el ámbito del derecho laboral, siguen vigentes manifiestas diferencias de trato en favor de los hombres.

			En este sentido, la ley de 2 de mayo de 1975 es más interesante por lo que evidencia de la situación de la mujer española hasta entonces que por lo que aporta como novedad. Es en esencia un intento del poder político de adaptarse a una realidad social que va evolucionando hacia nuevos hábitos y actitudes. Así lo recoge el propio legislador en el preámbulo de la norma cuando justifica la necesidad de la ley en los siguientes términos: 

			Una de las corrientes de opinión, fuertemente sentida en nuestros días en el ámbito del derecho privado, reflejo de auténticas necesidades de carácter apremiante, es la que incide sobre la situación jurídica de la mujer casada. Sufre ésta señaladas limitaciones en su capacidad de obrar que, si en otros tiempos pudieron tener alguna explicación, en la actualidad la han perdido. (…) Las profundas transformaciones que ha experimentado la sociedad hacen aconsejable y conveniente una revisión del derecho de familia.35

			Al hecho de que el propio régimen franquista sienta inaplazable la modificación de sus monolíticos principios sobre la situación jurídica de la mujer, no es ajeno que en ese mismo año se celebre el Año Internacional de la Mujer promovido por la Organización de las Naciones Unidas. Este acontecimiento quiere ser aprovechado por la clase po lítica para dar alguna señal de acercamiento y homologación con los países europeos en cuyo club económico se pretende entrar. 

			Por otra parte, el acontecimiento es ocasión propicia para que los medios de comunicación presten más atención a la situación de la mujer española y lo aborden de una manera poco frecuente hasta la fecha: dando la voz a las propias mujeres, siempre, eso sí, bajo la tutela y censura de las autoridades.

			Entre los múltiples ejemplos que podrían citarse hay uno que nos merece singular interés puesto que cuenta con la participación de una de las arquitectas incluidas en este libro: María Cristina Gonzalo Pintor. Se trata del artículo aparecido el 27 de enero en la Hoja del Lunes de Santander con el título Año Internacional de la Mujer36. En él ocho mujeres responden a tres preguntas: ¿Está de acuerdo que se celebre un Año Internacional de la Mujer? ¿Alguna vez en su trabajo ha sido discriminada por ser mujer? ¿Qué aspectos le molestan más de esta discriminación?

			Lo primero que llama la atención es la selección de las entrevistadas: todas con un nivel académico y profesional elevado: procuradora, arquitecta, médica, periodista, catedrática o farmacéutica. Ninguna de ellas es trabajadora de los sectores más modestos en los que la presencia femenina resulta más habitual, como el servicio doméstico, la limpieza, la hostelería o la mano de obra no cualificada de la industria. Tampoco se pregunta a ninguna mujer considerada ama de casa, sin trabajo fuera del hogar.

			Aunque los titulares de la encuesta elegidos por el periódico son complacientes destacando las frases en las que se niega la discriminación, la lectura del contenido completo de las respuestas deja claro que la mayor parte de ellas la sienten. El problema que muestran es que, más allá del trato personal, en sus diferentes actividades se encuentran pronto con una barrera infranqueable en cuanto a responsabilidades y posibilidades de promoción. Es común también, la referencia a la legislación vigente y a que el principal obstáculo al que se enfrentan es  la normativa que afecta sobre todo a la mujer casada. Es interesante en este sentido la opinión de Elsa Quemada Ruiz, licenciada en Derecho y procuradora, quien manifiesta:

			La auténtica discriminación de la mujer existe, en nuestra leyes, principalmente, respecto a la situación de la casada. Aquí es donde se pone de manifiesto que la mujer, como tal, dentro de la sociedad conyugal, no puede obrar libremente en nada porque está enteramente sometida al esposo. Es lamentable comprobar que donde se “miman” las prerrogativas del marido, no se concede prácticamente ninguna a la mujer, sino que a ella se le niega casi todo.37 

			Impresiona desde la perspectiva actual que alguna de las entrevistadas justifique la falta de equiparación entre hombres y mujeres con argumentos como: entiendo que siempre habrá una discriminación insuperable, la establecida por la propia naturaleza o Más que hablar de discriminación debería hablar de diferenciación de sexos impuesta por la naturaleza. Tal diferencia no existiría si Dios, con su infinita sabiduría, hubiese hecho con los seres humanos lo que con algunas plantas, creándolas hermafrodita.38

			Si bien las respuestas de María Cristina Gonzalo Pintor a la encuesta quedan recogidas en el apartado que dedicamos a su biografía, cabe adelantar que ella sí que constata una clara discriminación legal y laboral hacia la mujer, siendo una de las que con mayor claridad y contundencia expone el problema. Se refiere a la desigualdad jurídica, a la diferencia de salarios entre hombres y mujeres, a la preferencia de los hombres para ocupar puestos de responsabilidad que podrían ser ejercidos con las mismas garantías por las mujeres y, sobre todo, a la situación legal de las mujeres casadas, dependientes de manera absoluta de sus maridos y consideradas por las normas como menores de edad39.

			Sirva la encuesta publicada por la Hoja del Lunes a modo de breve pero significativo testimonio que nos posibilita acercarnos no sólo  a la situación jurídica de la mujer española en los últimos meses del franquismo sino también a la mentalidad dominante en el momento respecto de la desigualdad entre hombres y mujeres. En definitiva, nos permite comprobar que el régimen político apenas evolucionó en este sentido y se mantuvo firme durante casi cuarenta años en su ideario social basado en el sometimiento de la mujer respecto del varón.

			

			
				
						32	Boletín Oficial del Estado. 5 de mayo de 1975.


				

				
						33	Boletín Oficial del Estado. 5 de mayo de 1975.


				

				
						34	Son bienes parafernales los que aporta la mujer al matrimonio o adquiere con posterioridad sin incluirlos en la dote. 


				

				
						35	Boletín Oficial del Estado. 5 de mayo de 1975.


				

				
						36	MARFEROLA. 1975.


				

				
						37	MARFEROLA, 1975.


				

				
						38	MARFEROLA, 1975.


				

				
						39	Hay que hacer notar que la encuesta se realiza unos meses antes de la aprobación de la ley de 2 de mayo de 1975.


				

			

		

	
		
			 Transición y régimen constitucional de 1978

			El año 1975 marca el fin del periodo franquista y el inicio del proceso de transición hacia un sistema democrático que tiene en la aprobación de la Constitución de 1978 un hito fundamental. En ese momento se encuentran activas como profesionales de la arquitectura buena parte de las protagonistas de este estudio. Son, en concreto, Elena Arregui Cruz-López, María Cristina Gonzalo Pintor, Margarita Mendizábal Aracama, María Juana Ontañón Sánchez, Milagros Rey Hombre, Mercedes Serra Barenys y Matilde Ucelay Maórtua. Del resto, una ha fallecido: María Eugenia Pérez Clemente, y dos ya no ejercen la profesión: Margarita Brender y Rita Fernández Queimadelos.

			De las que permanecen en activo hay cuatro que han obtenido el título durante los últimos veinte años y se encuentran en lo que podemos considerar fase de plenitud de su carrera: Margarita Mendizábal, Elena Arregui, Milagros Rey y Mercedes Serra, sin embargo, en general su trayectoria será a partir de este momento relativamente breve. Sólo Mercedes Serra tendrá obra documentada en el actual siglo XXI. Por tanto, podemos considerar que los cambios legislativos que les afectan como mujeres y como profesionales que se producen durante el periodo de la transición y el régimen constitucional de  1978, lo hacen en su condición de personas adultas y con una situación laboral bien asentada o superada. 

			Como se ha señalado, la Constitución de 197840 es la pieza clave del proceso que lleva al país desde la dictadura hasta un régimen parlamentario. Por lo que respecta a la consideración legal de la mujer, el texto parte del principio de igualdad con el hombre. En ese sentido se afirma ya en su artículo 14: Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social. El 32 dispone que El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica. Por su parte, en el 35 especifica que esta igualdad tiene su reflejo en lo laboral: Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.

			Como es lógico, estos principios constitucionales han tenido que ser desarrollados y concretados a partir de su aprobación para acomodar el conjunto del cuerpo jurídico que en 1978 mantenía vigentes todas las disposiciones de la dictadura. Este proceso es necesariamente dinámico y no puede darse por acabado a fin de adecuar el marco legislativo a una sociedad siempre cambiante en valores y necesidades. Además, la igualdad teórica de hombres y mujeres ante la ley sigue sin tener un reflejo real en la práctica: brecha salarial, techos de cristal laborales, distintas oportunidades para acceder a los cargos de responsabilidad y prestigio, o mantenimiento de la idea de una mayor responsabilidad del cuidado de las cargas familiares, son sólo algunos de los ejemplos al respecto.

			Sin entrar en la extensión que merecería el tema -puesto que a la vez desbordaría los objetivos de este estudio-, se pueden citar como ejemplos de las disposiciones que han afectado a la situación jurídica  de la mujer española desde la aprobación de la Constitución de 1978 la Ley 11/1981, de 13 de mayo, sobre filiación, patria potestad y régimen económico del matrimonio41; la Ley 30/1981, de 7 de julio, reguladora del sistema matrimonial42, habitualmente conocida como ley del divorcio; la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de hombres y mujeres43 o las modificaciones introducidas en el Estatuto de los Trabajadores, en la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público o en la Ley General de la Seguridad Social. Y como mejor prueba de la necesidad de renovación permanente de la normativa podemos terminar refiriéndonos a la aprobación del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, de medidas urgentes para garantía de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo y la ocupación44.

			 

			

			
				
						40	Constitución Española. 1978. Boletín Oficial del Estado. 29 de diciembre de 1978.


				

				
						41	Boletín Oficial del Estado. 19 de mayo de 1981.


				

				
						42	Boletín Oficial del Estado. 20 de julio de 1981.


				

				
						43	Boletín Oficial del Estado. 23 de marzo de 2007.


				

				
						44	Boletín Oficial del Estado. 7 de marzo de 2019.
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			En la legislación española no existen referencias a la presencia de la mujer en la universidad hasta finales del siglo XIX. Pese a los casos muy aislados en los que alguna mujer, de manera más o menos clandestina, había accedido a algunas clases universitarias, no parecía preciso regular tal posibilidad por considerarse innecesaria. Se daba por hecho que las jóvenes no podían acceder a la universidad por muchos motivos y no hacía falta establecer barreras legales. 

			El ejercicio de una profesión para las que se necesitase habilitación académica por parte de una mujer era impensable. Los muros sociales que lo impedían se levantaban insalvables. No había ninguna opción de que una mujer ejerciera la abogacía o la medicina. El lugar reservado para ellas en la sociedad hasta épocas muy recientes era, única y exclusivamente, la casa.

			Ya desde su primera formación, niños y niñas recibían enseñanzas diferentes. Los primeros, aquellas que le permitirían ejercer un oficio, profesión o estudios superiores. Las segundas aprendían las labores del hogar y una mínima instrucción que solía limitarse a leer, aunque fuera con dificultad. Dentro de esta norma general, en el caso de las muchachas de las clases privilegiadas, se entendía que debían formarse en aquellas materias que le permitieran en el futuro estar a la altura de las reuniones sociales: música, algún idioma, determinadas nociones  de cultura general. El objetivo era poder alcanzar un buen partido, es decir, contraer un matrimonio que les garantizara el bienestar desde el punto de vista económico. Para ello debería actuar adecuadamente en las reuniones sociales, sin defraudar a su familia y, ya casada, a su esposo. Aunque siempre se le negaría la capacidad para estar a la altura de los conocimientos de los hombres —y no podría participar en sus conversaciones más serias, como los negocios o la política— sí que debería ser una digna anfitriona o acompañante de su pareja masculina. 

			Las jóvenes de la alta sociedad recibían esta formación en su propia casa, con profesores particulares que sus familias costeaban como un signo más de su capacidad económica. Las enseñanzas científicas y técnicas se omitían en el abanico de materias que se ofrecían a las adolescentes. Y, por supuesto, sin una educación previa en las disciplinas que capacitaban para el acceso a la universidad, tal posibilidad quedaba totalmente descartada. Ninguna joven disponía de la suficiente formación académica como para plantearse el ingreso a una carrera universitaria. Incluso las voluntades, vocaciones o capacidades más sobresalientes quedaban así anuladas de manera sistemática.

			Si ya de por sí las barreras sociales y educativas eran absolutamente insalvables, quedaban otras igualmente definitivas: desde las morales, defendidas por instituciones tan decisivas como la Iglesia católica y que impregnaban al conjunto de la sociedad española hasta sus cimientos; hasta las sicológicas en las propias jóvenes que, salvo contadísimas excepciones, no podían imaginar un futuro universitario para sí mismas, condicionadas como estaban por un sistema patriarcal que les imponía una función exclusiva de madre, esposa y responsable del cuidado del hogar.

		

	
		
			 La educación de la mujer en España en la primera mitad del siglo XIX

			Para encontrar las primeras referencias normativas en España sobre la educación de la mujer conviene remontarse al Proyecto de Decreto sobre el arreglo general de la Enseñanza Pública elaborado en 1814 por la Comisión de Instrucción Pública de las Cortes de Cádiz. Su espíritu ilustrado les llevaba a pensar que sólo mediante la educación de la población podría lograrse su felicitad y bienestar. 

			Respecto del asunto concreto de la educación de la mujer, los miembros de la comisión redactaron algunos párrafos que son sobradamente expresivos de su punto de vista. Entre otras cosas, dicen:

			Al concluir la Comisión el plan general de instrucción pública, no se ha olvidado de la educación de aquel sexo, que forma una parte preciosa de la sociedad; que puede contribuir en gran manera a la mejora de las costumbres, y que apoderado casi exclusivamente de la educación del hombre en su niñez, tiene un gran influjo en la formación de sus primeros hábitos y, lo sigue ejerciendo después en todas las edades de la vida humana.

			Pero la Comisión ha considerado al mismo tiempo que su plan se reducía a la parte literaria de la educación y no a la moral, principal  objeto de la que debe darse a las mujeres. Tampoco pudo desentenderse de que este plan solo abraza la educación pública, y que cabalmente la que debe darse a las mujeres ha de ser doméstica y privada en cuanto sea posible, pues que así lo exige el destino que tiene este sexo en la sociedad, la cual se interesa principalmente en que haya buenas madres de familia.

			Pero como además de la educación doméstica de las mujeres, que necesariamente se ha de mejorar con el progreso de la instrucción nacional y el fomento de la riqueza pública, convenga que el Estado costee algunos establecimientos en que aprendan las niñas a leer y escribir, y las labores propias de su sexo (…).

			Estas escuelas, o establecimientos como los califica la comisión, serían responsabilidad de las diputaciones provinciales, y se deja muy claro que los niños y niñas debían educarse siempre físicamente separados.

			A la labor de los ilustrados de las Cortes de Cádiz sucedió en el tiempo la reacción del reinado de Fernando VII. En 1825, cuando su gobierno alcanzaba la culminación del absolutismo más ultramontano, se aprobó el Real Decreto aprobando y mandando poner en ejecución el plan adjunto y reglamento de primeras letras1, también conocido como Plan Calomarde2. La mayor parte del real decreto está dedicada a las escuelas de niños, mientras que lo referido a las escuelas de niñas ocupa un título específico al final del texto. La diferenciación entre unas y otras es total. Mientras que se establecía que los niños debían tener suficientes conocimientos de doctrina cristiana, saber leer y escribir, y las cuatro reglas de contar, en el caso de las niñas, y según el nivel de la escuela el decreto establece:

			En las escuelas de primera clase, además de la enseñanza cristiana por los libros que van señalados, la de leer por lo menos en los catecismos, y escribir medianamente, se enseñarán labores propias del sexo; a saber: hacer calceta, cortar y coser las ropas comunes de uso, bordar y hacer  encajes, u otras que suelen enseñarse a las niñas. En la segunda se suprimirán los encajes, y el bordado en las de tercera y cuarta; limitando y proporcionando gradualmente esta instrucción, y acomodándola al uso, costumbres, necesidades y estado civil y económico de los pueblos.

			Queda muy claro en el real decreto que no se contempla ninguna opción de que una joven pudiera pasar a un nivel educativo superior. De hecho, en los siguientes textos legales se mantiene esta misma situación pese a que el panorama político con la llegada al trono de Isabel II hubiera podido ser, relativamente, algo más propicio a un cierto cambio. Así, ni en el Plan de estudios para los institutos de Segunda Enseñanza aprobado el 15 de octubre de 1843, ni en el Real Decreto aprobando el plan general de estudios para la instrucción pública del reino en la parte relativa a las enseñanzas secundaria y superior de 25 de septiembre de 1845, se hace ninguna mención a la hipotética llegada de la mujer a una educación más elevada.

			

			
				
						1	Aprobado el 16 de febrero de 1825. 


				

				
						2	Conocido así por su promotor, Francisco Tadeo de Calomarde.


				

			

		

	
		
			 Plan de estudios de 1850

			Con fecha de 28 de agosto de 1850, y siendo ministro de Comercio, Instrucción y Obras Públicas Manuel de Seijas, se aprobó el plan de estudios de todas las enseñanzas públicas, un documento trascendental por su ambición y consecuencias, que con frecuencia es obviado pese a su importancia. En el real decreto que se publica en la Gaceta de Madrid3 se desarrolla toda la estructura del sistema educativo, que queda dividido en cuatro clases o estudios: instrucción primaria, segunda enseñanza, estudios de facultad y estudios especiales.

			La primaria se mantiene tal y como estaba organizada hasta la fecha. La segunda enseñanza se entiende como preparatoria para los estudios de facultad y algunos de los especiales. Los estudios de facultad son los que preparan para las carreras o profesiones sujetas a un orden riguroso de grados académicos. Estudios especiales son los que habilitan para carreras o profesiones que carecen de grados académicos. 

			Como estudios de facultad se establecen cinco: Filosofía, Farmacia, Medicina, Jurisprudencia y Teología. Los grados que en ellos se recogen son bachiller, licenciado y doctor. Los estudios especiales son los de Conservatorio; Comercio; Veterinaria; provinciales de Bellas Artes; superior de Pintura, escultura y grabado; Ingenieros de caminos, canales y puertos; Ingenieros de minas; y Arquitectura. Estos estudios  se cursan en escuelas especiales dependientes del ministerio de Instrucción Pública. De esta manera, la enseñanza de la arquitectura adquiere un carácter autónomo, aunque siga subordinada en algunos aspectos, como el de la expedición de títulos, a la Real Academia de Bellas Artes.

			

			
				
						3	Gaceta de Madrid. 3 y 4 de septiembre de 1850.


				

			

		

	
		
			 Ley Moyano: 1857

			En 1857, en el contexto de la consolidación del Estado liberal, se aprueba la Ley de Instrucción Pública4, conocida habitualmente como Ley Moyano en recuerdo de su máximo impulsor, el ministro de Fomento Claudio Moyano. No se trataba de una ley rupturista sino que debe entenderse en relación con la normativa vista hasta aquí. El objetivo que se perseguía con su aprobación era alfabetizar a una población que, como consecuencia del avance hacia una nueva economía industrial, necesitaba la destreza de la lectura para servir como mano de obra eficiente en las fábricas y talleres. A diferencia de la economía agrícola tradicional, ahora el poder político y económico requería hombres y, en menor medida, mujeres que supieran interpretar órdenes e instrucciones escritas.

			La sección primera de la Ley de Instrucción Pública está dedicada a los estudios, que divide en tres niveles: primera enseñanza, segunda enseñanza, y facultades, enseñanza superior y profesional. A su vez, cada uno de ellos se segmentaba en etapas. Así, la enseñanza primaria se dividía en elemental y superior. Una gran novedad es que, por primera vez, la ley establece que la enseñanza elemental primaria era obligatoria para todos los españoles y gratuita en el caso de que los padres no pudieran sufragarla.

			
			

			Pero el hecho de que fuera obligatoria para todos no quiere decir que todos recibieran las mismas enseñanzas. Así, aunque niñas y niños tenían en común la doctrina religiosa, lectura, escritura, ortografía y gramática, y principios de aritmética, los niños también recibían breves nociones de agricultura, industria y comercio. Teniendo en cuenta que las niñas no iban a trabajar fuera de casa, en su caso se eliminaban estos contenidos y se sustituían por labores propias de su sexo, elementos de dibujo aplicados a las mismas labores y ligeras nociones de higiene doméstica. En la enseñanza primaria superior, las niñas continuaban con las mismas materias, mientras que a los niños se les impartían principios de geometría, dibujo lineal, agrimensura, física e historia natural.

			Al tratar de la enseñanza secundaria, la ley no especifica nada sobre posibles aprendizajes diferentes entre niños y niñas. Pero no se trata de una situación de igualdad sino que, simplemente, las niñas desaparecen en la práctica del sistema educativo. Ellas no deben llegar a niveles superiores a la primaria y eso se consigue simplemente con el establecimiento de un examen de acceso a la secundaria en el que se debían aprobar las materias que comprende la primera enseñanza superior. Como las niñas habían sido privadas de estos contenidos, sus posibilidades de superar el examen eran nulas o prácticamente nulas.

			¿Cuál podría ser esta posibilidad? La ley contemplaba la educación doméstica entre las opciones para la educación. Si una niña estudiaba en su casa, con profesores y tutores particulares, se podía dar la circunstancia de que sí les impartieran los conocimientos reservados en la enseñanza estatal a los niños. Sería un complemento que en el futuro podría resultar trascendental. Y no hay que olvidar tampoco que algunas familias con recursos elevados enviaban a sus hijas a estudiar a otros países, sobre todo a Francia. También en este caso las jóvenes podrían haber adquirido los suficientes conocimientos como para continuar estudios.

			Para acceder a la segunda enseñanza, los alumnos o alumnas que hubieran tenido este tipo de docencia debían aprobar un examen de ingreso, matricularse en un instituto público y, a partir de ese  momento, realizar los correspondientes exámenes finales de cada curso. Esta segunda enseñanza tenía una duración de seis cursos. 

			Para quienes quisieran acceder a la universidad se les exigía que superasen a continuación el examen de Bachiller en Artes, fuera cual fuera la facultad en la que quisieran matricularse. Logrado el requisito, debían cursar los estudios preparatorios para su carrera, con una duración de uno o dos cursos según los casos. Las carreras universitarias que establece la Ley Moyano son seis: Filosofía y Letras, Farmacia, Medicina Derecho, Teología —suprimida pronto por decreto de 21 de octubre de 1868— y Ciencias Exactas, Físicas y Naturales. La finalización de los estudios, como máximo de siete cursos, otorgaba el grado de licenciado. El mayor nivel académico, el de doctor, requería una ampliación de estudios de uno o dos años más.

			Las carreras se impartían en las diez universidades existentes en España: la Central de Madrid, Barcelona, Granada, Oviedo, Salamanca, Santiago, Sevilla, Valencia, Valladolid y Zaragoza. Para quienes no residían en estas poblaciones, la necesidad de trasladarse a alguna de ellas suponía un gasto solo asumible para las familias más pudientes. En el caso de las mujeres, además, implicaba superar otras barreras sociales y de conveniencia que, por ejemplo, hacían descabellado que pudiera vivir sola o con otras estudiantes, por lo que toda o al menos un parte de la familia debería acompañarla, cosa que con frecuencia resultaba materialmente imposible.

			Además de las carreras universitarias estaban las enseñanzas superiores a las que también se accedía tras superar la segunda enseñanza. Eran las de Ingenieros de Caminos, Canales y Puertos, Ingenieros de Minas, Ingenieros de Montes, Ingenieros Agrónomos, Ingenieros Industriales, Diplomática, Notariado y Bellas Artes. Dentro de esta última distinguen entre los estudios de Pintura y Escultura, los de Maestro compositor de Música y la carrera de Arquitectura. Por último también figuran en la ley las enseñanzas profesionales: Veterinaria, Profesores Mercantiles, Náutica, Maestros de Obras, Aparejadores y Agrimensores, y Maestros de Primera Enseñanza. 

			
			

			Estos estudios superiores reciben diferentes denominaciones y tienen distinto rango según avanzan los siglos XIX y XX. Así, por ejemplo, Veterinaria se convertirá en carrera universitaria a partir de 1943. También con el tiempo se incorporarán otras enseñanzas, mientras que algunas de las existentes desaparecen. Su revisión desbordaría los límites de este capítulo que simplemente pretende recoger el proceso de incorporación de la mujer a las facultades universitarias y, junto a él, el proceso previo —sobre todo el bachillerato— que conduce hasta este acceso, con la finalidad de mostrar que la norma ha tratado de manera desigual a los alumnos en función de su sexo. Por lo tanto, las referencias a estas enseñanzas superiores y especiales sólo se incluirán cuando se considere relevante para analizar alguna de estas dos cuestiones.

			En este sentido, por ejemplo, cabe hacer notar el hecho de que para ser maestro o maestra, la Ley Moyano exige diferentes requisitos. Para los maestros se solicita que hayan superado las materias propias de su enseñanza profesional y tener nociones de álgebra, historia y ciencias de la naturaleza. Sorprendentemente a las maestras no se les pide que hayan cursado sus estudios profesionales sino que la ley establece que deben haber estudiado con la debida extensión en la Escuela normal5 las materias que abraza la primera enseñanza de niñas, elemental o superior, según el título a que se aspire y estar instruida en principios de Educación y método de enseñanza. A continuación se añade un párrafo que resultará fundamental en el acceso de la mujer al magisterio: También se admitirán a las maestras los estudios privados, siempre que acrediten dos años de práctica en alguna Escuela modelo. Es más que evidente que la segregación educativa que vimos en la diferenciación de los contenidos de la enseñanza primaria entre niños y niñas, se replica y refuerza con la distinta formación de maestros y maestras6. Los primeros recibían la necesaria para impartir clase a los niños, mien tras que las segundas no precisaban esos conocimientos puesto que serían quienes trabajaran con las niñas. 

			El sistema revela todo su sentido cuando la ley diferencia entre escuelas de niños y escuelas de niñas como colegios diferentes, y solo se establece una excepción para las localidades más pequeñas: Únicamente en las Escuelas Incompletas se permitirá la concurrencia de los niños de ambos sexos, en un mismo local, y aún así con la separación debida. 

			Por último, convine tener presente que la Ley Moyano estuvo en vigor en España durante casi todo el franquismo, con modificaciones parciales que el tiempo fue introduciendo —y no siempre en la misma dirección— nada menos que hasta el año 1970, cuando se aprobó la Ley General de Educación. 

			

			
				
						4	Ley de Instrucción Pública. Gaceta de Madrid. 10 de septiembre de 1857.


				

				
						5	La ley también establece que las escuelas normales para la formación de los futuros maestros y maestras serían diferentes.


				

				
						6	La Ley Moyano también incluye una retribución menor para las maestras que para los maestros: Las maestras tendrán de dotación respectivamente una tercera parte menos de lo señalado para los maestros. (art. 194).
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